SALA DE CASACIÓN SOCIAL

ACCIDENTAL
Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

 


El ciudadano GONZALO JOSÉ GONZÁLEZ GONZÁLEZ, representado por los abogados Leopoldo F. Laya, Omar Mora Díaz, Fidel E. Mora, Azory E. Rangel L. y Loida M. Ojeda A., demandó por cobro de prestaciones sociales a la SOCIEDAD AMIGOS DE LOS CIEGOS, representada por el abogado Freddy Jesús Pantoja, y ante la Sala por las abogadas EMIRA GONZÁLEZ DE RAMÍREZ y MAGALY ALBERTI VÁSQUEZ, ante el Juzgado Quinto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el cual declaró sin lugar la demanda.

 


El Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, conociendo por apelación de la parte actora, dictó sentencia definitiva en fecha 16 junio de 2000, revocando la decisión apelada y declarando parcialmente con lugar la demanda, fallo contra el cual la parte demandada, anunció y formalizó oportunamente recurso de casación. No hubo impugnación.

 


Recibido el expediente, por inhibición del Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz declarada con lugar, se convocó al primer Conjuez Dr. Omar García Valentiner, quien aceptó y se conformó la Sala Accidental, en la cual se designó ponente al Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo. En fecha 20 de diciembre de 2000, la Asamblea Nacional, eligió como integrante de la Sala de Casación Social al Magistrado Doctor Alfonso Valbuena C., en sustitución del Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta.

 

 
Cumplidos los trámites de sustanciación y siendo la oportunidad para decidir, lo hace esta Sala, previas las siguientes consideraciones:

 

CAPÍTULO PRIMERO

CUESTIÓN DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO

Es criterio de esta Sala que con vista de las disposiciones de la nueva Constitución, por aplicación del principio finalista y en acatamiento a la orden de evitar reposiciones inútiles, no se declarará la nulidad de la sentencia recurrida si la deficiencia concreta que la afecta no impide determinar el alcance subjetivo u objetivo de la cosa juzgada, no hace imposible su eventual ejecución o no viola el derecho de las partes a una justa resolución de la controversia.

En ese orden de ideas, la decisión de la Sala deberá considerar en forma previa el fundamento de lo decidido por la Alzada, para determinar si las denuncias que se formulan son capaces de alterarlo, o si impiden por omisión de pronunciamiento o de fundamentos, el control de la legalidad; y antes de declarar la nulidad del fallo por defectos en su forma intrínseca, será necesario examinar si el mismo, a pesar de la deficiencia, alcanzó su fin, el cual no es otro que resolver la controversia con fuerza de cosa juzgada, posibilidad de ejecución y suficiente garantía para las partes.

Por otra parte, la Constitución vigente da prioridad a la resolución de la controversia, en tanto que el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, privilegia la resolución de las cuestiones de forma, al establecer en su segundo aparte lo siguiente:

“Si al decidir el recurso la Corte Suprema de Justicia encontrare una infracción de las descritas en el ordinal 1º del artículo 313, se abstendrá de conocer las otras denuncias de infracción formuladas, y decretará la nulidad y reposición de la causa al estado que considere necesario para restablecer el orden jurídico infringido. Igual abstención hará cuando declare con lugar una infracción que afecte una interlocutoria que haya producido un gravamen no reparado en la definitiva.”

 

Dada la contradicción de esta disposición legal con los principios constitucionales que ordenan no sacrificar la justicia por la omisión de formalidades no esenciales, a obtener una justicia expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles, establecidas en las disposiciones de los artículos 26, 257, 334 y 335 de la Carta Magna, en acatamiento del deber, también constitucional, de aplicar con preferencia las disposiciones y principios constitucionales y garantizar su supremacía y efectividad, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, la Sala desaplica la regla legal del artículo 320 eiusdem, que obliga a resolver, en primer término y en forma excluyente, el recurso de forma, para asumir la función de determinar, en cada caso concreto, cuál es el orden de decisión que mejor sirve a los fines de hacer efectiva justicia.

 

 

 

CAPÍTULO SEGUNDO

FUNDAMENTO DE LO DECIDIDO POR LA ALZADA

 

“Efectuado el análisis probatorio que antecede, encuentra el sentenciador que la demandada no logró demostrar que el actor prestó servicios bajo una relación distinta a la laboral, por el contrario se evidencia tanto del testimonio rendido por el médico Roberto Martínez y Luis José Monasterios, concatenada con la prueba de Informes que fue rendida por el Banco Venezolano de Crédito, valoración esta que se hace conforme a lo previsto en el Artículo 508 del Código de Procedimiento Civil, que el actor efectivamente prestó servicios de carácter laboral para la demandada quien fijaba las directrices, los honorarios (salario) y el horario de trabajo, terminándose tal relación laboral, según consta de la documental que marcada B consignó la parte actora por voluntad unilateral del patrono. Así se establece.

Como consecuencia de lo expuesto se debe declarar sin lugar la defensa previa de ilegitimidad de la persona del actor para intentar el juicio y de la demandada para sostenerlo opuesta por la parte demandada, lo cual será establecido en el Dispositivo del fallo.

De consiguiente, al darse por demostrada la existencia de la relación laboral y al haberse negado los beneficios legales reclamados con base a esa inexistencia, han de tenerse como ciertos los alegatos del Actor, en relación a los beneficios que con motivo de la existencia de esa y cualquier relación subordinada de trabajo se derivan y que en el caso de autos se adeudan al trabajador (...)”.

CAPÍTULO TERCERO

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

– I –

De conformidad con el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, se denuncia infracción de los artículos 12, 507 y 508 del mismo Código, por falta de aplicación.

Señala el formalizante que el testigo Luis Moctezuna fue rechazado por la recurrida por ser coordinador de la Sociedad, considerando que su testimonio no podía ser imparcial dado su compromiso con la institución. Este es un testigo calificado que debió merecerle fe al Tribunal por la posición que ocupa y por la circunstancia de que de su declaración no aparece haber faltado a la verdad.

Luego de transcribir parte de las preguntas y respuestas del interrogatorio, afirma el formalizante que la Alzada no aplicó las directrices del artículo 508 del Código de Procedimiento Civil, norma rectora en la valoración de la prueba testimonial, ni el artículo 507 eiusdem, afirmando que si el dicho del testigo hubiese sido concatenado con los testimonios de Roberto Martínez y Marilin Aldana, quienes si fueron valorados, hubiese concluido en que la relación de los médicos con la Sociedad de Amigos de los Ciegos, es una relación por razones de interés social, con un propósito distinto de la relación laboral.

Para decidir, la Sala observa:

Establece el artículo 508 del Código de Procedimiento Civil, lo siguiente:

“Para la apreciación de la prueba de testigos, el Juez examinará si las deposiciones de éstos concuerdan entre sí y con las demás pruebas, y estimará cuidadosamente los motivos de las declaraciones y la confianza que merezcan los testigos por su edad, vida y costumbres, por la profesión que ejerzan y demás circunstancias, desechando en la sentencia la declaración del testigo inhábil, o del que pareciere no haber dicho la verdad, ya por las contradicciones en que hubiere incurrido, o ya por otro motivo, aunque no hubiese sido tachado, expresándose el fundamento de tal determinación.”


Esta Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia de 18 de diciembre de 2000, acogió la jurisprudencia reiterada de la casación venezolana, respecto al control por la Sala del examen de la prueba testimonial realizado por los jueces de instancia, en los siguientes términos:

“Respecto a la interpretación de la regla transcrita, a partir de una sentencia de la Sala de Casación Civil, de la antigua Corte Suprema de Justicia, de fecha 23 de marzo de 1992, la casación venezolana ha sostenido que el artículo 508 del Código de Procedimiento Civil, contiene reglas de sana crítica y reglas de valoración de la prueba de testigos:

"Sin embargo, un atento examen del citado artículo 508 del Código de Procedimiento Civil, permite afirmar que en él están contenidas reglas de sana crítica y reglas legales de valoración de la prueba".

"A juicio de la Sala, son reglas de valoración: 1) la de examinar si las deposiciones de los testigos concuerdan entre sí y con las demás pruebas, 2) la de desechar la declaración del testigo inhábil o del que pareciese no haber dicho la verdad; y 3) la de expresar el fundamento de la determinación por la cual el Juez deseche al testigo".

"En relación con la regla del numeral 1), cabe precisar que lo obligatorio para el Juez, es hacer la concordancia de la prueba testimonial entre sí y con las demás pruebas, cuando esa concordancia sea posible; pero el resultado de esa labor corresponde a la soberanía de Juez, quien no podría ser censurado en casación sino sólo cuando haya incurrido en suposición falsa o haya violado una máxima de experiencia".

"Igualmente debe precisarse en relación con el citado numeral 2) que si bien el Juez está en el deber legal de desechar el testigo mendaz, el punto de si el deponente incurrió o no en contradicciones, la gravedad de las mismas y cualquier otro motivo idóneo para desestimarlo, corresponde a su libertad de apreciación de la prueba; por lo que ésta sólo podría ser censurada cuando ha incurrido en suposición falsa o haya violado una máxima de experiencia. Una tesis contraria equivaldría a situarnos en el tiempo de la legislación de 1904, ya superada".

"Asimismo, en criterio de la Sala, es regla de sana crítica la de estimar cuidadosamente los motivos de las declaraciones y la confianza que merezcan los testigos por su edad, vida y costumbres, por la profesión que ejerzan y demás circunstancias".

"La Exposición de Motivos del vigente Código de Procedimiento Civil respalda el aserto formulado por la Sala, de que nuestro sistema de valoración del mérito de la prueba es mixto o ecléctico, puesto que el mismo adopta principios de la prueba legal, en relación con ciertas probanzas, y acoge las reglas de la sana crítica para la valoración de otras pruebas".

"Se lee, en efecto, en la Exposición de Motivos:

"En cuanto a la apreciación de la prueba, se introduce una regla general: el Juez debe apreciar las pruebas según las reglas de la sana crítica, a menos que exista una regla legal expresa de valoración del mérito de la prueba. (Art. 507)”.

"Se señalan además algunas reglas de sana crítica en materia de apreciación de la prueba testimonial que deben guiar al Juez en la mejor apreciación de esta prueba. (Art. 508)". 

La apreciación del Juez en el sentido de no apreciar al testigo porque sus dichos no lo ilustraban, a profundidad, sobre los hechos debatidos, está fundada en la sana crítica, y tal determinación sólo puede ser combatida, de acuerdo con la doctrina transcrita, que esta Sala acoge, por suposición falsa, o por haber violado una máxima de experiencia”.


De acuerdo con el criterio transcrito, que en esta oportunidad se ratifica, cualquier otro motivo idóneo para desestimar al testigo, como puede ser "que su testimonio no podía ser imparcial dado su compromiso con la institución", corresponde a la libertad de apreciación de la prueba; por lo que ésta sólo podría ser censurada cuando se ha incurrido en suposición falsa o se haya violado una máxima de experiencia.

Por otra parte, la necesidad de comparar el dicho de los testigos entre sí y con las demás pruebas, se refiere a aquéllos que fueron apreciados, no a los desechados con un fundamento que de infringir las reglas de la sana crítica a las cuales remite el artículo 507 también denunciado como violado, deberá ser atacado por haber infringido las reglas de la lógica jurídica -como inmotivación del fallo- o por haber violado una concreta máxima de experiencia.

En consecuencia, se desecha esta denuncia.

– II –

De conformidad con el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción de los artículos 509 del mismo Código y 1.359 del Código Civil, por falta de aplicación.

Señala el formalizante que al no analizar una prueba documental, no podrá este tribunal verificar la legalidad del fallo, porque precisamente es uno de los medios utilizado por la demandada para demostrar el interés social que cumple la asociación.

Para decidir, la Sala observa:

De acuerdo con el criterio reiterado de esta Sala de Casación Social, el vicio de silencio de prueba constituye inmotivación del fallo y no infracción de ley, como se denuncia.

Al analizar la correspondiente denuncia por defecto de actividad volverá la Sala sobre el tema planteado.

En consecuencia, se desecha esta denuncia.

– III –

De conformidad con el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción de los artículos 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, por falta de aplicación y 68 eiusdem, por falsa aplicación.

Afirma el recurrente que la Alzada aplica de forma automática el criterio de casación sobre la carga de la prueba, partiendo del supuesto erróneo de que la situación es la misma que fundamenta la jurisprudencia, sin tomar en cuenta dos cuestiones fundamentales:

a) La especial naturaleza jurídica de los servicios que constituyen el ejercicio de la medicina.

b) Los límites jurídicos y racionales de la presunción consagrada en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Al respecto aduce que la recurrida desconoció que la disposición en cuestión excluye del ámbito de aplicación de la presunción de existencia de la relación laboral aquellos servicios que por razones de orden ético o de interés social se presten a instituciones sin fines de lucro con propósitos distintos a los de la relación laboral, que es precisamente la situación de autos.

Transcribe el formalizante el siguiente párrafo de la recurrida:

"En aplicación de la anterior doctrina, que este sentenciador aplica en el presente caso, de la forma como quedó planteada la litis le correspondió la carga de la prueba a la parte demandada, al haber alegado la inexistencia de una relación laboral, sino de interés social, todo ello de conformidad con el artículo 1.354 del Código Civil, 506 del Código de Procedimiento Civil y 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo".


Del párrafo transcrito –afirma– se constata que sí se alegó la inexistencia de la relación laboral y el interés social de la Sociedad Amigos de los Ciegos, por lo que no se explica el automatismo y la inmotivación a que se aludió en el recurso de forma que será luego analizado y decidido.


Concluye así el recurrente:

"De no aplicarse en el caso de autos la excepción que nos ocupa, estaríamos cometiendo una de las más grandes injusticias sociales, como sería la de dejar sin atención médica hospitalaria a un sin número de invidentes, pues llevaríamos a una inminente desaparición a la Sociedad Amigos de los Ciegos, ya que sólo puede subsistir con la colaboración médico social que prestan los galenos en su especialidad, que perciben sus ingresos única y exclusivamente de los escuálidos honorarios que cancelan los pacientes, precisamente por no ser una relación laboral.

Se imaginan Ciudadanos Magistrados, la incidencia negativa que sería una sentencia condenatoria para la Sociedad, con relación a todos los médicos que contribuyen, de la manera en que ha quedado comprobada, y sin haber erogado nunca, nada, por concepto de salarios? Se alegó y quedó plenamente comprobado que sus ingresos son los honorarios que cancelan los pacientes, ¿cómo pueden condenarlos a pagar prestaciones en una relación que nunca fue laboral?."


Para decidir, la Sala observa:


Establece el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, lo siguiente:

“Se presumirá la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba.

Se exceptuarán aquellos casos en los cuales, por razones de orden ético o de interés social, se presten servicios a instituciones sin fines de lucro con propósitos distintos de los de la relación laboral.”


La disposición transcrita contiene una regla general: la presunción de existencia del contrato de trabajo; y una excepción que como tal es de interpretación restringida.


La aplicación de la excepción tiene condiciones de dos órdenes: primero, el carácter de la institución que recibe el servicio prestado, la cual no debe tener fines de lucro; y, segundo, las características del servicio personal, que debe ser prestado por razones de orden ético o de interés social, con un propósito distinto a la relación laboral. Ambas condiciones deben concurrir para que no se aplique la presunción de existencia de la relación laboral entre quien presta el servicio y quien lo recibe.


No cabe duda de que la Sociedad Amigos de los Ciegos es una institución sin fines de lucro, pues ello es inclusive un hecho notorio, y que cumple funciones de interés social, como lo afirma el recurrente, pero sucede que dicho interés social es exigido en la prestación del servicio, no en la institución que lo recibe.


Estableció el Sentenciador que el médico demandante recibía una contraprestación por sus servicios y la discusión entre las partes no versa sobre tal cuestión, sino sobre la calificación de esa contraprestación que afirma la demandada constituían honorarios profesionales y no un salario. En tal situación no cabe duda que, al margen de la discusión sobre la calificación de la relación, los servicios no eran prestados por razones de orden ético o de interés social, sino con un propósito similar al de la relación labora: recibir una remuneración por el trabajo.


En tal situación no se aplica la excepción invocada y correspondía a la demandada desvirtuar la presunción iuris tantum de existencia del contrato de trabajo.


Por último, plantean los formalizantes una delicada situación humana, pues frente a los intereses sociales de la institución y de las personas con las cuales ésta colabora, están los derechos de las personas que les presten servicios, seguramente como lo afirman, con una remuneración inferior a la acostumbrada, que la demandada califica de "escuálidos honorarios", y que por tal razón también merecen especial protección de la ley.


En consecuencia, se declara improcedente la denuncia.

 

– IV –

De conformidad con el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción del artículo 12 del mismo Código y de los artículos 1, 18, 101 y 102 de la Ley de Ejercicio de la Medicina, por falta de aplicación.

Afirma el recurrente que de acuerdo con el artículo 1º de la Ley de Ejercicio de la Medicina, esta actividad se rige por dicha ley, siendo obvio que el ejercicio de la medicina es fundamentalmente la prestación del servicio personal de asistencia técnico-científicas a pacientes que sufran dolencia o necesidades de salud.

Al respecto sostiene que se obvió totalmente la condición médica del demandante, “degradándose la consulta privada ejercida en concepto institucional que no lucrativo, a la simple servidumbre de un trabajo ordinario”.

En tal sentido expresa el formalizante:

"... los artículos 101 y 102 de la Ley establecen el instituto jurídico de la medicina institucional, que se contrae a la actividad médica cumplida al servicio de instituciones oficiales o privadas con objeto de atender problemas de salud de la comunidad, como ocurre precisamente en el caso de autos. Pretender que un médico abocado a la prestación de servicio institucional a una organización privada sin fines de lucro, está prestando un servicio médico como trabajador remunerado, es tanto como negar lo ordenado por el artículo 102 del mismo cuerpo legal que impone en ese caso, para el acto médico, un ejercicio basado en la responsabilidad individual, que no en la de un patrono intermediario, que también prohibe la Ley de Ejercicio de la Medicina en su artículo 18."

Para decidir, la Sala observa:


Establecen las disposiciones de la Ley de Ejercicio de la Medicina mencionadas por el recurrente, lo siguiente:

“Artículo 1º.- El ejercicio de la medicina se regirá por las disposiciones de la presente Ley y de su Reglamento.

Artículo 18.- Los médicos no podrán contratar servicios profesionales con personas naturales o jurídicas que pretendan explotar el ejercicio individual o colectivo con fines especulativos.

Artículo 101.- Se entiende por ejercicio de la Medicina Institucional la relacionada con las funciones de atención a la salud, a la docencia y a la investigación cumplidas por los médicos al servicio de las instituciones oficiales o privadas, con objeto de atender los problemas de salud de la comunidad.

Artículo 102.- Los médicos de instituciones dedicadas al servicio de la Medicina Institucional deberán ejecutar su trabajo profesional de acuerdo con las normas y condiciones que rigen la realización del acto médico, basado en el respeto a la dignidad de la persona, en la relación médico–paciente, en la responsabilidad individual y en el secreto profesional.”


Se hace evidente, de la simple lectura de las normas transcritas, que ninguna de éstas excluye de manera alguna la posibilidad de que un médico al servicio de una institución a las que se refiere la Ley pueda ser un trabajador, y ello nada tiene de indigno, como parece entender el formalizante.


Por otra parte, la sentencia recurrida no establece, de manera alguna que la actividad de la Sociedad Amigos de los Ciegos tenga carácter especulativo, sino que se limita a constatar, de la declaración de los testigos, que la demandada fijaba las directrices, los honorarios (salarios) y el horario de trabajo; y que de acuerdo con el informe de una institución bancaria, la demandada abrió una cuenta de nómina a nombre del demandante, en la cual se hacían depósitos periódicos.


En consecuencia, se desecha esta denuncia.

CAPÍTULO CUARTO

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

– I –

De conformidad con el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción de los artículos 12 y 243, ordinal 5° del mismo Código, por considerar el formalizante que el sentenciador de Alzada incurre en el vicio de incongruencia, por lo cual es nula, conforme a lo dispuesto por el artículo 244 eiusdem.

Señala el formalizante que en el acto de contestación a la demanda alegaron que su representada es una sociedad civil sin fines de lucro, cuyo objetivo principal es asistir a toda persona ciega o con problemas visuales y tratar de integrarla a la vida social activa desarrollando para ello programas permanentes médico-hospitalarios.


Se alegó que el accionante es un profesional independiente no sometido a subordinación, ni a una remuneración que pueda calificarse como salarial, invocando a favor de la demandada la excepción del artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Transcribe parte de la recurrida, donde expresa que "Efectuado el análisis probatorio que antecede, encuentra el sentenciador que la demandada no logró demostrar que el actor prestó servicio bajo una relación distinta a la relación laboral", de lo cual consta que la recurrida no analizó la defensa alegada, por lo que no se atuvo a lo alegado en autos y a las excepciones y defensas opuestas, incurriendo en el vicio de incongruencia.

Para decidir, la Sala observa:

El análisis de la denuncia de fondo, ya realizado, demuestra que el fallo alcanzó su finalidad de una justa composición de la litis, con posibilidad de ejecución, alcance de cosa juzgada y suficientes garantías para las partes, pues la excepción que fue defectuosamente examinada es improcedente, porque no basta que el pretendido patrono sea una institución sin fines de lucro; es necesario, además, que la prestación personal de servicios se haga con fines altruistas o de interés social, con un propósito distinto a la relación laboral, lo cual quedó excluido al demostrarse que los servicios se prestaban a cambio de una remuneración.


En tal situación correspondía a la demandada desvirtuar la existencia de una relación de trabajo, a lo cual se refiere el párrafo transcrito.

Por consiguiente, si bien existe el vicio denunciado, de lo cual se apercibe al Superior, ello no es suficiente para que se declare la nulidad del fallo, pues de acuerdo con el único aparte del artículo 206 del Código de Procedimiento Civil, en ningún caso se declarará la nulidad si el acto ha alcanzado el fin al cual estaba destinado.


En consecuencia, se desecha esta denuncia.

– II –

De conformidad con el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción de los artículos 12 y 243, ordinal 4°, del mismo Código, por considerar el formalizante que el sentenciador de Alzada incurre en el vicio de inmotivación, por silencio de prueba.

Señala el formalizante que la Alzada omitió el examen de los estatutos sociales de la demandada Sociedad Amigos de los Ciegos, presentados en copia certificada, la cual se limita a mencionar y señalar que se la da valor probatorio, sin realizar ningún análisis de su contenido, del cual consta su carácter de sociedad sin fines de lucro y el interés social de sus fines, lo cual transcribe in extenso, para concluir en que tal omisión constituye una inmotivación del fallo, "máxime cuando de dicho análisis depende la decisión del fallo, pues con ella se comprueba el interés social, que rige el cumplimiento de su objetivo, coadyuvando con los profesionales de la medicina que colaboran con la Sociedad en el desarrollo de ese objetivo, puesto que al ejercer su actividad profesional mediante honorarios profesionales médicos, y en ocasiones, según las circunstancias del paciente, hasta sin cobrar, se interrelacionan de manera tal que configuran la excepción del artículo 65 invocada en la contestación."


Para decidir, la Sala observa:


La omisión señalada no impidió al fallo alcanzar su fin, ni llega a constituir inmotivación, puesto que no impidió el control de legalidad ya ejercido por la Sala en la cuestión debatida, principal finalidad de este requisito de la sentencia.


La condición de institución sin fines de lucro de la Sociedad Amigos de los Ciegos y sus fines de interés social no han sido puestos en duda, y constituyen incluso, hechos notorios, tal como antes se señaló, sólo que ello no basta para excluir la presunción de existencia de la relación de trabajo.


En consecuencia, se declara improcedente la denuncia.

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social (Accidental), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR el presente recurso de casación. Se condena al recurrente en las costas, conforme al artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 274 del mismo Código.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal de la causa, o sea, el Juzgado Quinto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. Particípese esta remisión al Juzgado de origen ya mencionado, todo de conformidad con el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.


Dada, firmada  y sellada  en  la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social  (Accidental) del Tribunal  Supremo de  Justicia, en Caracas, a  los veintiséis ( 26 ) días del mes de julio de dos mil uno. Años: 191° de la Independencia y 142° de la Federación.
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